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RESUMEN
Desde 1990 se ha mantenido políticas mineras que ceden la 
mayor parte del patrimonio nacional minero a intereses particulares. De 
las tres grandes opciones de política minera al respecto —expansión de 
la producción minera pública, gravamen de un justo royalty o subsidio 
implícito a la GMP— se ha privilegiado consistentemente aquella que 
menoscaba el bien común, heredada de la Dictadura. En 2005 comenzó 
la caudalosa hemorragia del patrimonio nacional minero y se legisló 
estableciendo un Impuesto Específico a la Minería (IEM), aparentemente 
destinado a recuperar parte del patrimonio minero. Sin embargo, el IEM 
establecido acabó garantizando la invariabilidad del subsidio implícito 
a la GMP, a cambio del pago de una parte ínfima del valor del recurso 
minero comercializado. En 2010 cuando —habiéndose ya prolongado 
por varios años— la hemorragia era notoria, evidente e irrefutable, se 
aumentó el impuesto, pero sólo marginalmente y extendiendo a cambio 
por 6 años adicionales (desde 2018 hasta 2023) la vigencia de la garantía 
básica de invariabilidad del subsidio implícito otorgado a la GMP. 
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Las cifras de una política minera efectiva
La reinstalación del Estado de derecho a partir de 1990 —
junto a la riqueza geológica natural del país— dio inéditos bríos a la 
política minera iniciada previamente, durante la Dictadura, focalizada 
en incentivar la inversión privada sobre la base de la concesión plena 
y virtualmente gratuita de los derechos de explotación de recursos 
mineros. Entre 1990 y 2011 se atrajo cerca de 26 mil millones de 
dólares de inversión extranjera en minería, vía DL 6001, generando un 
crecimiento sustancial en la extracción productiva de minerales como 
oro, plata, molibdeno y especialmente cobre: la producción de cobre 
de la Gran Minería Privada (referida desde aquí en adelante como 
GMP) se multiplicó casi 9 veces durante el período, aumentando de 
393 mil Toneladas Métricas (TM) en 1990 a algo más de 3,5 millones 
de TM en 2011.2
El Gráfico G-1 ilustra los flujos netos hacia Chile de la 
inversión en GMP3 y los impuestos totales pagados en el país por 
esos inversionistas y sus empresas4 durante el período. El gráfico 
muestra cómo, particularmente a partir de 2005, la maduración de 
los proyectos mineros y el boom en los precios de las materias primas 
(alimentado principalmente por el dinámico crecimiento de China) 
han permitido una sustancial recaudación fiscal, así como también 
suculentas utilidades después de impuestos e importantes remesas 
de inversión al exterior, reflejadas en un masivo flujo negativo de 
inversión neta en Chile por parte de la GMP. 
1  Fuente: Comité de Inversiones Extranjera (http://www.ciechile.gob.cl/es)
2  Fuente: Comisión Chilena del Cobre (http://www.cochilco.cl/estadisti-
cas/produccion.asp)
3  Flujos de inversión materializada en minería en Chile en el marco del DL 
600, luego de descontar remesas de capital, amortizaciones de créditos 
y utilidades después de impuestos pagados por las empresas de la GMP 
y sus dueños. Virtualmente la totalidad de la inversión en la GMP se 
realiza vía DL 600. Si bien el grupo económico chileno Luksic es uno de 
los grandes inversionistas de la GMP, también éste realiza sus inversiones 
mineras a través de empresas extranjeras acogidas al DL 600.
4    No existen datos públicos fidedignos sobre utilidades e impuestos paga-
dos por la GMP y sus dueños durante los primeros 4 años del período (1990-
1993). Sin embargo se estima que ellos son relativamente bajos debido a la 
etapa temprana de maduración de los proyectos mineros (altos costos por 
concepto de amortización de la inversión y aún no se alcanzan niveles de 
producción en régimen) y los bajos precios de los minerales, en esos años.
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Fuente: Elaborado sobre la base de datos del Comité de Inversiones Extranjeras y 
COCHILCO.
El gráfico G-1 ilustra también la alta proporción de las 
utilidades y remesas respecto de las inversiones que las generaron 
en años previos, lo que tiende a sumarse a la evidencia presentada 
en otros estudios, indicando rentabilidades extremadamente 
altas para esos inversionistas.1 Asimismo, el gráfico muestra que 
los importantes ingresos fiscales por tributos pagados por la GMP 
y sus dueños durante el período de altos precios de los minerales, 
han sido sustancialmente inferiores a los retiros realizados por ellos: 
entre 2005 y 2011, en dólares corrientes, los impuestos pagados por 
la GMP y sus dueños totalizaron alrededor de US$29 mil millones, 
mientras que sus remesas netas de capital sumadas a sus utilidades 
después de impuestos, llegaron a un total de alrededor de US$ 63 
mil millones. A continuación se analiza evidencia adicional sobre 
la rentabilidad de esas inversiones y se evalúa la razonabilidad y 
conveniencia de la distribución, entre Fisco e inversionistas, de los 
frutos de la explotación minera realizada por la GMP.  







1990 1995 2000 2005 2010
G-1: Inversión neta (DL 600) e impuestos pagados en Chile por la GMP y sus 
dueños; 1990-2011
(Millones de dólares de cada año)
Inversión neta Impuestos pagados
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Las cifras del millonario (y redundante) subsidio 
estatal a la GMP
La Tabla T-1 compara la rentabilidad sobre el patrimonio 
(ROE) obtenida entre 2005 y 2011 por la GMP con aquellas obtenidas 
en otros sectores productivos de la economía nacional que, 
generalmente, son considerados sectores oligopólicos con alta 
rentabilidad relativa. Asimismo, a modo de referencia, se presenta la 
rentabilidad del índice IPSA de la Bolsa de Santiago entre comienzo 









2005 70% 58% 24% 23% 10% 9%
2006 133% 48% 34% 24% 16% 39%
2007 117% 28% 28% 21% 9% 13%
2008 61% 34% -3% 20% 17% -21%
2009 50% 23% 33% 21% 21% 47%
2010 63% 39% 26% 22% 17% 36%
2011 45% 46% 20% 22% 16% -16%
Promedio 77% 39% 23% 22% 15% 15%
T-1: Comparación del ROE antes de impuestos de la GMP con otros sectores; 2005-2011
Fuente: Elaborado sobre la base de los estados financieros de las empresas, 
publicaciones de datos agregados de los estados financieros por parte de las 
respectivas superintendencias y, para el IPSA, Yahoo Finanzas. En el caso de la GMP, 
se elaboró sobre la base de los estados financieros consolidados (auditados) de esas 
empresas, publicados por el Consejo Minero.
La tabla indica con claridad meridiana el nivel excepcional-
mente alto de la rentabilidad obtenida por la GMP durante el 
período1, que supera holgadamente a los demás sectores. Pero el 
1  Si bien no es el propósito de este artículo analizar las rentas y estructura 
industrial de sectores no-mineros, resulta difícil no señalar algunas 
conclusiones al respecto, que se desprenden de las cifras que aparecen en 
la tabla: 1) A pesar del mayor riesgo de la inversión bursátil, la rentabilidad 
promedio durante el período, en casi todos los sectores incluidos en la 
tabla, es superior a la de la Bolsa de Santiago lo cual tiende a confirmar 
la presunción oligopólica en esos sectores. 2) Si bien en la generación 
eléctrica la rentabilidad promedio es similar a la de la Bolsa de Santiago, 
esto es compensado por un menor riesgo reflejado en una volatilidad 
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negocio de la GMP no sólo es excelente en relación a la inversión 
(elevada proporción de las utilidades respecto del patrimonio) sino 
que también en sus dimensiones absolutas, generando utilidades 
por montos sin parangón en la economía nacional. Tabla T-2 a 
continuación ilustra la relevancia de los montos percibidos por la 
GMP durante el período, por concepto de utilidades, comparándoles 
con las utilidades en los otros sectores aludidos —plausiblemente 
rentistas por mermas de competencia— de la gran empresa privada 
en Chile.







2005 7.218 1.676 694 199 146
2006 16.983 2.040 1.285 333 123
2007 18.561 2.201 803 320 69
2008 11.197 2.362 1.821 -46 86
2009 10.872 2.669 2.469 543 61
2010 17.132 3.643 2.258 522 119
2011 14.511 4.224 2.329 432 163
Promedio 13.782 2.688 1.665 329 110
(millones de dólares de cada año)
Fuente: mismas fuentes que tabla anterior, N°  T-1.
La Tabla T-2 muestra las dimensiones macroeconómicas de 
las utilidades de la GMP durante el período las que, en promedio 
anual, equivalen a alrededor de la mitad del gasto social anual 
promedio en el presupuestos de la nación, y casi tres veces la suma 
de las utilidades de todos los demás sectores “estrella” incluidos en 
la tabla.
mucho menor en las rentabilidades anuales (la deviación estándar de 
la rentabilidad fue de 27 puntos porcentuales en la Bolsa versus sólo 4 
puntos en la generación eléctrica). 
Cabe también señalar que ENDESA, el principal conglomerado en ese 
sector, obtuvo rentabilidades significativamente superiores al promedio 
en la industria, con un ROE anual promedio de 25% durante el período. 
3) Llama especialmente la atención la alta rentabilidad del sistema de 
ISAPRES. Las cifras tienden a confirmar la existencia de graves fallas de 
competencia, y abusos, en el sistema privado de salud.
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Tal como se ha argumentado extensamente en otros 
artículos1, la razón de las altísimas rentabilidades de la GMP reside 
en que esas utilidades incluyen un masivo componente del valor del 
recurso minero explotado, que el Estado chileno entrega virtualmente 
gratis: el costo anual de la patente minera de explotación es de un 
décimo de UTM (unos $4.000 en 2013) por hectárea, no estando 
destinado a recaudar el valor del recurso sino a garantizar la 
mantención de la concesión minera plena, a través del acto de pago. 
Por otra parte, tampoco el sistema tributario apunta a 
recaudar el valor del recurso: hasta 2005, la carga tributaria vigente 
sobre la GMP era idéntica a aquella vigente sobre cualquier inversión 
en otro sector. Ese año se estableció por primera vez un Impuesto 
Específico a la Actividad Minera —que, reconociendo un valor no 
cobrado del recurso, busca recaudarlo— y en 2010 se legisló un 
incremento de ese impuesto. Sin embargo, las tasas efectivas del 
impuesto establecidas en 2005 y 2010 son bajísimas, casi simbólicas. 
Más aún, a cambio de ese ligero gravamen, las empresas de la GMP 
recibieron un mayor valor bajo la forma de sendas garantías legales 
de invariabilidad tributaria hasta el año 2023.2 Es decir,  el nuevo 
impuesto específico en lugar de recaudar el valor del recurso minero 
explotado por la GMP, constituyó en la práctica una módica prima 
de seguro pagada por la GMP al Estado, para cubrir el riesgo de un 
eventual intento de recaudar ese valor en futuros gobiernos.3
El dinamismo de la gran inversión privada —principalmente 
extranjera— en la minería chilena, se vio por lo tanto impulsado por 
una política pública basada en la entrega de un masivo subsidio 
implícito al inversionista solventado con la entrega, virtualmente 
gratuita, de patrimonio nacional minero. Rentas de la magnitud de 
aquellas de la GMP, no hubieran sido posibles en otros sectores de 
la economía —banca, AFP’s, generación eléctrica, etc.— porque 
hubieran requerido la aprobación explícita de masivos subsidios a la 
gran empresa privada o un abuso extremo directamente percibido 
en carne propia por numerosos ciudadanos, despertando su clamor. 
Sin embargo, sí fueron posibles en la GMP porque el subsidio 
otorgado es implícito —resultado pasivo de un no-cobro— y porque 





la hipoteca del futuro, y de lo que pudo haber sido el presente, no 
duele directamente sino sólo a través de la conceptualización e 
internalización consciente de sus efectos. Por consiguiente, se ha 
posibilitado que, bajo un tupido velo ideológico y de desinformación, 
el patrimonio nacional minero sea escamoteado sin mayores 
incidentes.    
El flujo de inversión neta en la GMP en Chile, permite también 
calcular la tasa interna de retorno (TIR) de esa inversión. Es decir, una 
medida conceptualmente completa de su rentabilidad promedio, 
que considera todo el “ciclo de vida” de la inversión. Al realizar ese 
cálculo se obtiene una TIR anual antes de impuestos, de alrededor de 
30% entre 1990 y 2011.1 Por otra parte, la tasa normal de rentabilidad 
media de la inversión minera en Chile, es decir aquella rentabilidad 
suficiente para tornar atractiva la inversión, en ningún caso excede 
el 20% antes de impuestos y es probablemente menor.2 La diferencia 
entre ambas tasas de rentabilidad refleja la innecesaria cesión al 
inversionista, de valor del recurso natural, más allá de lo requerido 
para atraer su inversión.
Estimando la diferencia entre el flujo neto efectivo de 
inversión de la GMP y el flujo neto de inversión que hubiera bastado 
para generar una TIR equivalente a la tasa normal de rentabilidad 
media entre 1990 y 2011, es posible calcular el flujo excedente en 
beneficio del inversionista, el subsidio implícito y redundante, aquel 
valor del recurso natural entregado gratuitamente y que hubiera 
podido ser recuperado por el Fisco, sin mermar la inversión y la 
producción, por ejemplo, estableciendo un royalty minero adecuado 
1  Elaborado sobre la base de datos del Comité de Inversiones Extranjeras 
y COCHILCO.
El flujo de inversión no incluye las remesas de inversión y las utilidades 
durante el período 1990-1993, por las razones indicadas en nota 4 
anterior, lo que tiende a subestimar la TIR. Sin embargo, los argumentos 
indicados en esa nota implican también que el sesgo es, probablemente, 
menor. 
El valor residual de la inversión en 2011 (alrededor de 260 mil millones 
de dólares) se estimó proyectando, al resto de la GMP, el valor por la 
producción anual de cobre de Anglo American Sur, establecido en la 
opción de adquisición de esa empresa ejecutada por CODELCO en 2012. 
2  Ver Titelman (2010). Leiva (2012) ha estimado esa rentabilidad normal 
de la GMP antes de impuestos en 12,4%.
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sobre la GMP a partir de 2005. Al realizar ese ejercicio, asumiendo 
conservadoramente una tasa normal de rentabilidad de 20%, se 
obtiene que durante el período 2005-2011, el Estado de Chile hubiera 
podido establecer tal royalty en una proporción en torno al 75% de las 
utilidades antes de impuestos, recaudando, durante todo el período, 
alrededor de 50 mil millones de dólares adicionales a la recaudación 
fiscal que efectivamente tuvo lugar.1 Esa opción, razonable, justa y 
valiosa para el bien común, fue sin embargo desaprovechada.
La opción de privilegiar la producción estatal
En la búsqueda de capturar para el Fisco el valor del 
patrimonio minero nacional —y en línea con la estrategia plasmada 
en la nacionalización de la Gran Minería del Cobre en 1971— los 
gobiernos de la democracia representativa, renovada en 1990, 
pudieron también haber privilegiado la expansión de la producción 
minera estatal, en desmedro del fomento a la GMP iniciado durante 
la Dictadura. 
 Sin embargo, el gráfico G-2 a continuación, que ilustra los 
cambios en la producción de cobre —por lejos nuestra principal 
actividad extractiva—, muestra que en lugar de esa opción, la política 
minera privilegió una sustancial aceleración de la extracción minera 
por parte de la GMP, mientras la producción minera de CODELCO —la 
empresa estatal— crecía moderadamente. Ambas producciones han 
tendido a estancarse a partir de 2004.
1  Sensibilizando la estimación se obtiene un máximo de alrededor de 65 
mil millones de dólares, cuando se considera como rentabilidad normal 
aquella de 12,4% estimada por Leiva (2012), y un mínimo de 35 mil 
millones de dólares, cuando se considera el valor residual de la inversión 
como equivalente al valor contable del patrimonio de las empresas de 
la GMP en 2011 (alrededor de 35 mil millones de dólares). Los cálculos 
se realizaron considerando un Royalty no reconocido como gasto para 
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G-2: Producción Chilena de Cobre
(Miles de toneladas métricas de cobre fino contenido)
Codelco GMP   
Fuente: Comisión Chilena del Cobre (COCHILCO).
El principal argumento en favor de privilegiar el crecimiento 
de la minería estatal, reside en que esa política garantiza la 
apropiación fiscal de la totalidad de las utilidades generadas, 
capturando así también la totalidad del valor del recurso minero en 
lugar de compartirlo con inversionistas privados. Este argumento es 
especialmente contundente cuando la alternativa es una dadivosa 
repartición del patrimonio nacional minero con inversionistas 
privados, tal como ha ocurrido, según se ilustró anteriormente, en el 
caso de chileno.
Contrario sensu, los principales argumentos que general-
mente se ha esgrimido para privilegiar el crecimiento minero 
impulsado por la GMP son dos: a) estrechez del financiamiento 
público para un desarrollo acelerado de la minería estatal y b) que 
el Estado Empresario y Productor tiende a caracterizarse por una 
gestión menos eficiente que la de su par privado.
El primer argumento carece de sustento objetivo ya que los 
buenos proyectos mineros y CODELCO son ampliamente financiables 
en la banca internacional y los mercados de capitales  y, además, el 
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Estado chileno viene mostrando desde los años 1990’s  bajos niveles 
de endeudamiento1 y bajos costos relativos en la recaudación de 
fondos.2 
En efecto, no ha existido una real escasez de oferta financiera 
que impidiera el que la empresa minera estatal y el Estado, recurrieran 
a la banca internacional y los mercados de bonos, para solventar 
importantes inversiones de tan alta rentabilidad social como en el 
caso en comento. Lo que sí ha obstaculizado tal línea de acción es 
la presunción ideológica del neoliberal modelo económico chileno 
que privilegia a ultranza el bajo nivel de endeudamiento público 
(incluidas las empresas públicas) y que desincentiva la gestión con 
audacia emprendedora en las empresas públicas. Esto, en el marco 
de su oposición doctrinaria a la expansión  del quehacer productivo 
estatal, propiciando un Estado subsidiario y el máximo traspaso de 
la producción al sector privado, incluyendo la provisión de servicios 
asociados a derechos fundamentales como la salud y la educación.
El prejuicio doctrinario pro Estado subsidiario en el ámbito 
productivo, está asociado a una cosmovisión utilitarista y liberal que 
concibe al individualismo competitivo como la energía social motriz 
y desconfía de la eficiencia de todo emprendimiento productivo 
estatal. Este “complejo de ineficiencia estatal” ha estado en el corazón 
de la gestión estatal y las políticas públicas, constituyendo, como se 
ha indicado, el segundo argumento al que generalmente se recurre 
para justificar la privatización de nuestra industria extractiva de 
recursos mineros. 
Sin embargo, tampoco existe evidencia empírica que avale, 
en el caso de CODELCO, la presunción de menor eficiencia: la empresa 
—que entre 1990 y 2012 ha generado excedentes para el patrimonio 
fiscal por un total cercano a los 67 mil millones de dólares3— ocupa, 
desde hace varias décadas, lugares respetables en relación a las demás 
grandes mineras en el mundo en cuanto a indicadores financieros y 
operacionales, volúmenes de producción, prestigio de sus cátodos, 
1  Ver por ejemplo en Claro y Soto (2012).
2  Ver por ejemplo en http://www.gob.cl/blog/2010/08/08/una-
colocacion-historica.htm y en http://www.hacienda.cl/oficina-de-la-
deuda-publica/bonos-de-tesoreria/bonos-soberanos/caracteristicas-
financieras.html




cumplimiento de sus compromisos comerciales, prestigio de sus 
profesionales, etc.1 En este caso, la presunción de una inevitable 
ineficiencia e inferioridad productiva de la minería estatal respecto 
de la minería privada, no se sostiene por la evidencia, sino sólo por 
el indicado prejuicio de carácter ideológico, funcional al desarrollo y 
prosperidad de la GMP y sus negocios.
En síntesis, un giro en la política minera chilena, dirigido 
hacia la sustancial ampliación de la Gran Minería Estatal, parece 
altamente recomendable desde el punto de vista del bien común.
 
Los desafíos de la Gran Minería Estatal
Por otra parte, si bien el “complejo de ineficiencia estatal” se 
basa más en prejuicios ideológicos que en realidades irrevocables, 
esto no es significa que CODELCO haya estado exenta de costosos 
desaciertos productivos evitables (como tampoco lo han estado 
empresas mineras privadas), ni implica minimizar los grandes desafíos 
que enfrenta la empresa, especialmente aquellos directamente 
relacionados con su carácter de empresa estatal. Más aún, la 
eventual adopción de una nueva estrategia para la explotación del 
patrimonio minero nacional, que privilegiara la gran minería estatal 
por sobre la GMP, haría crecer y complejizar esos desafíos así como 
la responsabilidad de responder adecuadamente a ellos. Estos 
son algunos de los principales desafíos estratégicos que enfrenta 
CODELCO —y toda empresa de un eventual conglomerado de 
empresas de la Gran Minería Estatal—, que aquí serán mencionados 
sólo en términos generales: 
Relaciones laborales
La estructura laboral en CODELCO es sui generis, reflejando 
una particular ambivalencia entre cooperación y conflicto en las 
relaciones entre su fuerza laboral y su administración: 
Dos dirigentes sindicales —de la Federación de Trabajadores 
del Cobre (FTC) y de la Federación de Sindicatos de Supervisores y 
Profesionales de CODELCO (FESUC)— forman parte del directorio de 
1  Ver, por ejemplo, abundante material al respecto recopilado en los 
informes de sendas comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados 
sobre CODELCO, emitidos en 2008 y 2012, en www.camara.cl.
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la empresa y, entre 1995 y 2010, estuvieron vigentes acuerdos oficiales 
de “Alianza Estratégica” entre la administración y los trabajadores 
representados por su dirección sindical. Dichas alianzas, además 
de asegurar el compromiso de no privatizar CODELCO y validar 
la representatividad de las organizaciones sindicales, buscaban 
“avanzar desde la confrontación a la cooperación conformando una 
visión común del desarrollo de la empresa y transformando el éxito 
de CODELCO en un desafío compartido”.1 La administración que 
asumió en 2010 se negó a renovar esos pactos argumentando su 
oposición a la cogestión. El entonces Presidente Ejecutivo lo ilustraba 
afirmando que: “Como ocurre en el fútbol, el entrenador tiene que 
ser entrenador; el dirigente, dirigente, y el jugador, jugador. Si el 
jugador quiere entrenar —y hemos visto casos donde, por alguna 
razón, los jugadores quieren pautear al entrenador—, el asunto no 
funciona”2. Desde entonces no se ha vuelto a firmar acuerdos de 
“Alianza Estratégica”.
Por otra parte, los sindicatos de la empresa son combativos 
en la defensa de intereses de sus representados y la FTC, que agrupa a 
los sindicatos de trabajadores, es una de las organizaciones sindicales 
más poderosas del país. Su máximo dirigente —miembro del 
directorio de la empresa— es interlocutor de las más altas autoridades 
que tienen muy presente el histórico peso de los sindicatos de 
CODELCO en momentos cruciales de nuestra historia, así como el gran 
costo económico que conlleva cualquier paralización de CODELCO. 
Regularmente se llevan a cabo en CODELCO negociaciones entre 
partes contrapuestas (organizaciones sindicales y administración) —
similares a las que tienen lugar en las grandes empresas privadas—, 
llegando a veces a altos grados de virulencia verbal y conflicto que 
incluyen la huelga: aunque rara vez han tenido que recurrir a ella. 
El último paro nacional de los trabajadores de CODELCO tuvo lugar 
recientemente, el 9 de abril de 2013. 
También en el ámbito laboral, cabe destacar que CODELCO, 
al igual que la mayoría de la GMP, ha recurrido a la profundización 
de la subcontratación, más allá de lo que dictan los beneficios de la 
1  Documento del acuerdo de Alianza Estratégica firmado el 20/09/07 
entre la Administración de CODELCO y la Federación de Trabajadores del 
Cobre.  
2  Entrevista al entonces recién asumido Presidente Ejecutivo de CODELCO, 
en La Tercera del 30 de mayo de 2010.
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especialización sobre la productividad. Mientras en 1990, CODELCO 
empleaba a 3,3 trabajadores propios en operaciones, por cada 
trabajador subcontratado, en 2012 esa proporción había descendido 
a  0,671. En realidad, CODELCO ha ido más lejos que el promedio de 
la minería al recurrir al mecanismo de la hiper-subcontratación: en 
2012, mientras en promedio la minería ocupaba a un 69% de toda su 
fuerza laboral a través de la subcontratación, CODELCO lo hacía con 
un 74,5% de la suya2.
La hiper-subcontratación ha servido como mecanismo 
de segregación que permite contener los costos laborales de la 
empresa, para maximizar utilidades y, a la vez, pacificar las relaciones 
con la fuerza laboral propia, haciéndole llegar un “chorreo” de la renta 
minera; restringiendo los mejores salarios, condiciones de trabajo y 
otros beneficios, al grupo acotado de trabajadores propios. No es 
por temperamento o ideología sino principalmente por razones 
concretas de discriminación y malas condiciones laborales, que son 
los subcontratistas de las grandes empresas mineras, incluyendo 
a CODELCO, quienes han protagonizado intensos y prolongados 
conflictos laborales con sus empresas mandantes. Se ha consolidado 
así en CODELCO, la gran empresa minera estatal, un espacio de 
alianza entre administración y trabajadores propios, a expensas de 
los trabajadores subcontratados.
En conclusión, las relaciones laborales en CODELCO están 
marcadas por la contradicción entre, por una parte, ser una empresa 
estatal “de todos los chilenos”, que esperan de ella relaciones laborales 
“distintas”, marcadas por una mayor cooperación y mancomunidad 
de propósito con la administración y, por otra parte, su internalización 
de valores, métodos de gestión y estructuras de organización sindical, 
propios de la empresa privada. El resultado es un proyecto híbrido 
pleno de inconsistencias que encuentra su equilibrio a expensas de 
la sobreexplotación de terceros. El real desafío de CODELCO en este 
ámbito —en su calidad de empresa estatal— consiste en desarrollar 
una nueva cultura de empresa, e innovadores mecanismos de 
organización y gestión, que abran nuevas sendas de productividad 
1  Fuente: COCHILCO (Anuarios estadísticos 1990-2009 y 1993-2012)
2  Fuente: SERNAGEOMIN (2012) y  COCHILCO (Anuario estadístico 1993-
2012). Cifras elaborados asumiendo que es similar el número de horas 
trabajadas en promedio por trabajadores propios y subcontratados.  
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con buena sociedad. Esto, fomentando la genuina cooperación entre 
sus miembros y su valoración de la retribución justa y la entrega en 
el trabajo, impulsados por el compromiso y la responsabilidad de la 
extracción productiva de los minerales nacionales en beneficio de la 
sociedad entera. 
Empresa, política y ciudadanía 
Uno de los grandes males que han agobiado a CODELCO 
ha estado radicado en su entrampamiento en las redes de la política 
contingente. Fustigar a la empresa y su gestión ha sido un recurso 
habitual para mellar al gobierno de turno. Por su parte, los gobiernos 
de turno se han esforzado por pintar color rosa ante la opinión 
pública, la gestión y resultados de la empresa durante su mandato1, y 
han incorporado consideraciones de política contingente en la toma 
de decisiones estratégicas. Asimismo, a partir del poder estatal sobre 
la empresa, la clase política ha usado recursos de ésta para desarrollar 
el clientelismo, principalmente asignando bien remunerados puestos 
gerenciales a fieles partidarios.
En el año 2009 se legisló una nueva ley de gobierno 
corporativo para CODELCO2 siguiendo las recomendaciones de 
la OCDE e implementando sus “Guías de Gobiernos Corporativos 
para Empresas Públicas, las que se basan en la filosofía de aplicar 
a dichas empresas, en la medida de lo que corresponde, aquellas 
normas diseñadas para las empresas privadas”.3 La nueva ley sacó a 
los ministros de Minería y Hacienda del Directorio, radicando ahora 
en ellos el rol de la junta de accionistas, y asimiló en gran medida 
el gobierno corporativo de la empresa al de cualquier sociedad 
anónima privada (responsabilidades de los directores, relaciones 
entre gerencia y directorio, junta de accionistas, etc.). Se establecieron 
requisitos profesionales mínimos para los directores y estos dejaron 
1  La existencia de renta minera permite maquillar con excedentes, 
deficiencias en la gestión. Real transparencia exigiría de CODELCO publicar 
una evaluación por benchmarking de sus procesos más importantes 
e informar sus excedentes con y sin descuento del valor del recurso 
comercializado.
2  Ley N° 20.392, promulgada el 4 de noviembre de 2009.
3  Cita del Mensaje Presidencial con que se inició la tramitación de la ley 
de la ley 20.392.
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de ser nominados exclusivamente por el gobierno de turno, 
pasando a ser nominados algunos, como antes, exclusivamente 
por el Presidente de la República (incluyendo al presidente del 
directorio) y los demás, también por el Presidente de la República, 
pero escogiendo entre varios candidatos propuestos a él por las dos 
principales federaciones sindicales de CODELCO y por el Sistema 
de Alta Dirección Pública. Esto último, siguiendo un procedimiento 
ideado para asegurar una representación minoritaria en el directorio 
de la empresa, también de directores afines a los partidos políticos 
de la oposición. 
Al relajar la plena identificación del directorio de la empresa 
y su administración con el gobierno de turno y sus partidos, la nueva 
ley logró disminuir, en alguna medida, la injerencia de la política 
contingente sobre la empresa. Se mejoraron así algunos aspectos 
extremos de la situación anterior, pero, a fin de cuentas, la empresa 
continúa bajo la tutela de nuestro sistema político con sus lógicas de 
componenda y clientelismo, sus hábitos de marketing y denuesto en 
lugar de trasparencia y templanza, su sed de allegar fuentes de poder 
a variados molinos. Al mismo tiempo, al reforzar el afán de remedar a 
la empresa privada, se profundiza el complejo de ineficiencia estatal 
en la cultura de la empresa y ésta sigue estando atravesada por lógicas 
y motivaciones contradictorias entre lo público y lo privado, como se 
explicitó anteriormente en referencia a las relaciones laborales.     
La empresa nacional que explota nuestra principal riqueza 
nacional, es de toda la ciudadanía. Ante ella debe responder, y debe 
hacerlo a la altura de su carácter particular de empresa pública, no 
como remedo malogrado de empresa privada. En ese contexto, el 
sistema político partidario nada positivo aporta como intermediario y 
menos como gestor con poder sobre la empresa y sus recursos. En su 
reemplazo se requiere crear una novedosa institucionalidad pública 
apolítica (en cuanto a política partidaria contingente) que asegure el 
control estratégico genuino, eficaz y eficiente, de la ciudadanía sobre 
sus empresas, incluyendo unidades e instituciones de administración 
—propias al emprendimiento productivo público—, e instituciones 
abocadas a garantizar total transparencia y accesibilidad ciudadana 
a información clara y comprensible de los dilemas estratégicos de la 
empresa, sus proyectos, sus logros y fracasos.1




Al alero del complejo de ineficiencia estatal, CODELCO ha 
mantenido un modesto ritmo de crecimiento en su producción de 
cobre —como ilustra el gráfico G-2— y una actitud conservadora 
en cuanto a su estrategia de desarrollo de negocios: su actividad ha 
estado por décadas concentrada casi exclusivamente en la extracción, 
fundición y refinación de cobre y sus subproductos en Chile1 y 
ese negocio principal comienza a mostrar preocupantes signos 
de agotamiento en su estado actual. Así por ejemplo, además del 
estancamiento de la producción desde 2004, la ley de los yacimientos 
mineros que CODELCO explota ha venido cayendo sustancialmente2 
y sus proyectos estructurales de inversión requieren asumir cada vez 
mayores riesgos por las grandes dificultades técnicas que implica 
continuar la explotación de yacimientos ya largamente explotados.3
CODELCO —o un nuevo Conglomerado Público Minero que 
incluya a CODELCO entre sus empresas— requiere expandir con mayor 
audacia el ámbito y logro de su quehacer: aumentar drásticamente 
la actividad de exploración en búsqueda de nuevos yacimientos; 
desarrollar la producción de nuevos minerales incluyendo la minería 
no-metálica y, notoriamente, al litio; desarrollar una potente industria 
de tecnología minera; etc. Esto no sólo para aumentar los ingresos 
fiscales basados en la renta minera, sino también para eliminar el 
estratégico, su política de designación de ejecutivos, sus políticas 
laborales, sus necesidades de capitalización, etc. Hay un ámbito acotado 
de información cuya divulgación podría perjudicar comercialmente a la 
empresa por lo que debiera permanecer reservada. Sin embargo, existe 
abundante información cuya divulgación sólo incentivaría una mejor 
empresa, pero que en la actualidad no es accesible a la ciudadanía.
1  También ha llevado a cabo exploración minera en el extranjero 
y desarrollado algunas iniciativas ligadas a la innovación tecnológica 
minera, pero éstas actividades han permanecido marginales.   
2  La ley del mineral tratado por CODELCO viene cayendo sostenidamente, 
desde 1,34% en 1990 a 0,74% en 2012. El promedio en las operaciones 
mineras en Chile era de 0,86% en 2012. Fuente: COCHILCO (Anuarios 
estadísticos 1990-2009 y 1993-2012).
3  El proyecto de transformación de la Mina Chuquicamata a minería 
subterránea es un claro ejemplo de esto. Estando por agotarse la 
conveniencia de su explotación a rajo abierto, iniciada en 1915, se 
requiere construir y operar una gigantesca mina subterránea bajo el rajo 
abierto más grande del mundo.
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espectro de una futura minería estatal decadente, que profundice el 
complejo de ineficiencia estatal. Y, en lugar de aquello, sentar las bases 
y la evidencia de la capacidad productiva de excelencia que poseen 
unidades productivas públicas adecuadamente conformadas. Esa 
evidencia es imprescindible para abrir nuevas sendas por donde 
organizaciones públicas, legítimamente y eficazmente, asuman el 
rol de proveer bienes y servicios que constituyen derechos sociales 
fundamentales (salud y educación de calidad, espacios de desarrollo 
cultural, etc.), actualmente desnaturalizados por su mercantilización.
En efecto, el respeto de los derechos sociales fundamentales 
requiere de la capacidad social de proveer bienes y servicios sobre 
la base de la cooperación. El mercado no es capaz de hacerlo ya 
que los derechos, por su esencia y definición, son bienes públicos 
y, por consiguiente, en su caso no funciona el motor productivo del 
mercado: la competencia egoísta y codiciosa.1 Sin embargo, tampoco 
serán capaces de proveerlos organismos públicos ineficaces e 
ineficientes, cuyos miembros persigan —con mayor disimulo o 
desparpajo— agendas personales adscritas a las lógicas egoístas del 
mercado.  
En la conciencia colectiva campean los fracasos de los 
estatismos del siglo pasado, y retumban las palabras de Adam Smith, 
lúcido apologista del mercado: “No es la benevolencia del carnicero, 
el cervecero, o el panadero, lo que nos procura nuestra cena, sino el 
cuidado que ponen ellos en su propio beneficio”.2 ¿Será realmente 
nuestro destino el resignarnos a una organización social que basa su 
sustento en la exacerbación de las pulsiones menos distintivas de lo 
propiamente humano?
Cada quien responderá a esa interrogante según su propia 
conciencia y convicción. Sin embargo, quien trabaje para una 
empresa del colectivo social, destinada a contribuir al bien común, 
no puede permitir que prime “el cuidado en el propio beneficio”, 
sin cometer fraude ético. Por el contrario, es su obligación bendita 
superar la productividad del egoísmo competitivo y la destrucción 
1  Por definición debe existir acceso inalienable e igualitario a los bienes 
necesarios para satisfacer derechos sociales.  Esto implica que respecto de 
esos bienes no puede existir ni “exclusión” ni “rivalidad en el consumo”, 
por lo que cumplen las condiciones planteadas por Samuelson (1954) para 
devenir “bienes públicos” que el mercado no es capaz de proveer.
2  Smith (1999) p. 46.
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creativa, con aquella impulsada por la cooperación solidaria y la 
creación constructiva. 
Ese es entonces el tercer y último gran desafío estratégico 
de CODELCO, al que aquí se hace referencia: desarrollar una 
estructura organizacional y administrativa —incluyendo métodos 
de emprendimiento, coordinación y gestión— innovadora, audaz 
y propia de las relaciones de cooperación y mancomunidad de 
propósitos, inherentes a los imperativos éticos del deber-ser en los 
asuntos públicos. Todo eso, superando en excelencia productiva a los 
métodos mercantiles. Que nadie afirme que servir genuinamente al 
bien común es asunto de fácil factura.   
A modo de síntesis y conclusión: democracia y política 
minera
La democracia representativa, retornada hace casi 25 años, 
ha perseverado en políticas mineras que ceden la mayor parte del 
patrimonio nacional minero a intereses particulares. De las tres 
grandes opciones de política minera al respecto —expansión de la 
producción minera pública, gravamen de un justo royalty o subsidio 
implícito a la GMP— se ha privilegiado consistentemente aquella 
que menoscaba el bien común, heredada de la Dictadura. Cuando 
en 2005 comenzó la caudalosa hemorragia del patrimonio nacional 
minero, que dicha política implicaba, se legisló estableciendo un 
Impuesto Específico a la Minería (IEM), aparentemente destinado 
a recuperar parte del patrimonio minero. Sin embargo, el IEM 
establecido acabó garantizando la invariabilidad del subsidio 
implícito a la GMP, a cambio del conveniente pago de una parte 
ínfima del valor del recurso minero comercializado. Posteriormente, 
en 2010 cuando —habiéndose ya prolongado por varios años— la 
hemorragia era notoria, evidente e irrefutable, con bulla apologética 
y complejas fórmulas de cálculo, se aumentó dicho impuesto, pero, 
en realidad, sólo marginalmente y extendiendo a cambio por 6 años 
adicionales (desde 2018 hasta 2023) la vigencia de la garantía básica 
de invariabilidad del subsidio implícito otorgado a la GMP. 
Ambos procesos se caracterizaron por aparentar legislar 
para defender el bien común mientras se lo socavaba en beneficio 
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de la GMP. En este sentido, no hizo ninguna diferencia que en la 
primera ocasión gobernara una coalición de centroizquierda y, en 
la segunda, una coalición de centroderecha. Asimismo, cuando la 
reciente encuesta CEP revelaba la profunda disconformidad de la 
ciudadanía con las políticas mineras vigentes —al encontrar que 
un 83% de los encuestados está a favor de la nacionalización del 
cobre1—, sólo había recetas de continuidad para la política minera, 
en los programas de ambas candidatas de la segunda vuelta en 
la elección presidencial, que representan a las 2 coaliciones que 
dominan nuestra vida política.
El avance en la recuperación del patrimonio nacional 
minero para el bien común, requiere mejorar sustancialmente la 
calidad de nuestra democracia. Entre tanto, tras 7 velos, el influyente 
poder económico esboza una discreta sonrisa  mientras, atónito e 
impotente, el soberano contempla. 
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